
P R O Y E C T O S   D E   L E Y
Público y del Tesoro Nacional el reintegro del saldo 
correspondiente, que deberá realizarse en no menos de 
cinco (5) días hábiles.

Artículo 6°. La Dirección General de Crédito Públi-
co y del Tesoro Nacional tendrá en reserva el veinte por 
ciento (20%) de los recursos que le sean transferidos 

de la presente ley, para atender las solicitudes de reinte-

Artículo 7°. El ochenta por ciento (80%) restante 

de la presente ley serán asignados al presupuesto del 
Ministerio de Educación Nacional y se destinarán para 

Artículo 8°. Vigencias y Derogatorias. La presente 
ley entra a regir a partir de su publicación, y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Senadores,
Óscar Mauricio Lizcano Arango,

Senador de la República.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

OBJETO DE LA LEY
El propósito del presente proyecto es utilizar para el 

-
tas de ahorro o corrientes que hayan permanecido in-
activas por un periodo mayor de 10 años. Actualmente 
estos recursos están siendo utilizados por las entidades 

de intermediación, mientras que los mismos podrían 
ser redirigidos hacia programas de educación de inte-
rés nacional.

JUSTIFICACIÓN
De acuerdo a las cifras reportadas por los estableci-

mientos de crédito, a la Superintendencia Financiera de 
Colombia con corte a julio de 2014, el monto que se en-
cuentra en cuentas inactivas asciende a $7.45 billones.

corrientes o de ahorro que no presenten movimiento 
durante 6 meses se consideran inactivas, sin considerar 
los créditos o débitos de abonos de intereses o cargos 
por concepto de comisiones y servicios bancarios.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 116 DE 2014  
SENADO

abandonadas y se destinan recursos adicionales  
para la educación en Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es 
utilizar los saldos de cuentas abandonadas que se en-

función social del Estado.
Artículo 2°. . Para el objeto de la presente 

ley se consideran cuentas abandonadas aquellas cuen-
tas corrientes o de ahorro sobre las cuales no se hubiere 
realizado movimiento de depósito, retiro, transferencia 
o en general cualquier débito o crédito que las afecte 
durante diez (10) años ininterrumpidos.

No impiden considerar la cuenta como abandonada 
-

cargos por comisiones y/o servicios bancarios.
Artículo 3°. Traslado de recursos. Se transferirán 

por las entidades tenedoras los saldos de las cuentas 
abandonadas que superen el valor equivalente a 322 
UVR a título de mutuo a la Nación - Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público - Dirección General de Crédi-
to Público y del Tesoro Nacional.

Artículo 4°. Contabilización y registro. Las enti-
-

criminen las cuentas abandonadas y el saldo objeto de 
traslado.

Parágrafo. El Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público determinará en un plazo no mayor a seis (6) 
meses las condiciones y la periodicidad con que se ela-
borarán los listados.

Artículo 5°. Retiro del saldo por parte del deposi-
tante. 
al depositante en el momento en que este lo solicite con 
los rendimientos respectivos.

-
nanciera solicitará a la Dirección General de Crédito 
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No todas las cuentas inactivas representan abando-
no por parte de los depositantes. Los distintos usos para 
los cuales puede estar concebida una cuenta de ahorros 
o corriente pueden implicar que la misma no realice 
operaciones por periodos mayores a 6 meses. Pueden 
existir cuentas corrientes que tengan por objeto realizar 
pagos anuales o cuentas de ahorro en las cuales sus de-
positantes ingresen recursos semestrales, por ejemplo 
las primas laborales.

Sin embargo, después de 10 años de no haber reali-
zado ninguna operación sobre la cuenta es difícil argu-
mentar que los recursos tengan un propósito y por ende 
se concluye que los recursos han sido abandonados por 
sus depositantes.

abandonadas, teniendo en cuenta que la normatividad 

Se consideran cuentas abandonadas aquellas cuentas 
corrientes o de ahorro sobre las cuales no se hubiere 
realizado cualquier movimiento de depósito, retiro, 
transferencia o en general cualquier débito o crédito 
que afecte a la cuenta durante diez (10) años. Las 
operaciones de créditos o débitos que la entidad 

realizar cargos por comisiones y/o servicios bancarios 
no impiden considerar una cuenta como abandonada.

Las cuentas que han sido abandonadas por sus pro-
pietarios contienen recursos que están siendo utilizados 

-
nes propias del negocio, tales como la intermediación 
y la inversión para obtener utilidades. Esto resulta es-

-
ta que sobre estos recursos se paga una tasa de interés 
baja promedio de 1.26%1 y se tiene un menor riesgo 
de que los mismos sean retirados por los depositantes.

Lo que se busca con el presente proyecto de ley es 

Colombia se ha trazado la meta de ser la Nación 
más educada de América Latina en el año 2025 y por 
ende necesita recursos adicionales para cumplir con esa 
meta. Los recursos que están utilizando las institucio-

-
ción en Colombia. Estos recursos provienen del ahorro 
del público y tienen la capacidad de ser utilizados para 
gasto social y convertirse en dineros productivos.

El proyecto de ley propone que tan pronto como una 

se encontraban consignados deben ser transferidos por 

–Ministerio de Hacienda y Crédito Público– Dirección 
General de Crédito Público y del Tesoro Nacional. Estos 
recursos serán asignados al presupuesto del Ministerio 

destine a programas para el fomento de la educación.
El proyecto establece que se utilizan los recursos 

sobre los cuales el depositante no está ejerciendo su 
propiedad para cumplir con una función social del 
Estado.

-
re a título de mutuo. Aun cuando una cuenta de ahorros 
o corriente se considere abandonada, esta no pierde su 
carácter de depósito, es decir, que los recursos que esta 
contiene pueden ser reclamados en cualquier momento 
por el depositante. Los depósitos en cuentas de ahorro 

1 Superintendencia Financiera de Colombia tasas efectivas 
anuales con corte al 2014-08-29 en establecimientos de 
crédito.

o cuentas corrientes tienen titularidad la cual no cesa 
por no reclamarlos. Este principio es importante para 
mantener el contrato original del depositante y espe-

Al respecto la Circular Básica Jurídica de la Superin-
tendencia Financiera de Colombia en su Parte II Título 
I establece que:

“1.2. Saldos abandonados en cuentas corrientes y 
de ahorros

En la medida que los depósitos realizados en cuen-
tas corrientes y/o de ahorros son depósitos irregulares 
de dinero, no puede predicarse de ellos la condición de 
bien mostrenco, pues no cumplen con las condiciones 
establecidas para ello en el régimen civil. Contrario a 
ser bienes sin dueño aparente o conocido, estos depó-
sitos generan un derecho personal para el depositan-
te en contrapartida de un crédito a cargo de la entidad 
depositaria. En tal virtud, aún vencido el plazo legal o 
convencional para reclamarlo, permanece para el depo-
sitante la facultad jurídica para exigir el cumplimiento 
de su obligación por parte del establecimiento de crédi-
to, la cual corresponde al pago de una suma de dinero 
equivalente a la depositada, con los respectivos intere-
ses, si a ello hay lugar.”

la Nación adquiriría un préstamo por el saldo abando-
nado y el depositante tendría el derecho a reclamarlo 
en cualquier momento. Esta condición es esencial para 

El texto del proyecto dispone que una vez realizado 

reintegro del pago realizado y la Nación responderá por 
estos recursos en un término de no menos de 5 días hábi-
les. De esta forma el proyecto contempla que para la trans-
ferencia de recursos se requiere de trámites operativos que 

Teniendo en cuenta que la Nación podría requerir 
parte de los recursos transferidos para solicitudes de 
reintegro, el proyecto de ley establece que se tendrá en 
reserva el 20% de los recursos que le sean transferidos. 
Este es un porcentaje conservador pues el encaje ban-
cario exigido por el Banco de la República no supera el 
12% para cuentas corrientes y de ahorro.

El empréstito que propone el proyecto de ley tiene 
-

miento. La tasa de interés es baja y los recursos provie-
nen de distintos depositantes, los cuales no realizarán 
todos al mismo tiempo la solicitud de reintegro, en caso 
que lo solicitaran. Mientras la tasa que el Gobierno re-
conoce en un bono del tesoro nacional es del 6.65%2 la 
tasa promedio que se reconoce por los depósitos de aho-
rro inactivos es del 1.26%. A continuación se presenta 
un cuadro de las tasas reconocidas por establecimientos 
de crédito para los depósitos activos e inactivos:

Cuadro 1. Tasas de interés para depósitos de ahorro.
ESTABLECIMIENTOS DE CRÉDITO

Tasas efectivas anuales con corte al 2014-08-29

Entidad

Cuenta de ahorro  
(persona natural)

Depósitos de 
ahorro activos

Depósitos de 
ahorro inactivos

“JFK COOPERATIVA FINANCIERA” 0,89% 0,55%
BANCO AGRARIO DE COLOMBIA S. A. 1,01% 1,07%
BANCO CAJA SOCIAL BCSC Y BCSC S. A. 0,42% 0,47%
BANCO COMERCIAL AV VILLAS S. A. 0,46% 1,10%

2 TES 2024 consultado el 20 de octubre de 2014.
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ESTABLECIMIENTOS DE CRÉDITO
Tasas efectivas anuales con corte al 2014-08-29

Entidad

Cuenta de ahorro  
(persona natural)

Depósitos de 
ahorro activos

Depósitos de 
ahorro inactivos

BANCO COOMEVA S. A. 1,64% 1,34%
BANCO DAVIVIENDA S. A. 0,30% 0,28%

BANCO DE BOGOTÁ 0,71% 0,72%

BANCO DE LAS MICROFINANZAS 
BANCAMÍA S. A. 3,08% 1,92%

BANCO DE OCCIDENTE 2,67% 2,52%
BANCO FALABELLA S. A. 1,05% 1,17%
BANCO FINANDINA S. A. 2,41% 2,43%
BANCO GNB COLOMBIA S. A., y podrá 
utilizar la sigla Banco GNB 1,62% 1,05%

BANCO GNB SUDAMERIS 1,20% 1,20%
BANCO PICHINCHA S. A. 1,65% 1,27%
BANCO POPULAR S.A 2,01% 1,91%
BANCO PROCREDIT COLOMBIA S. A. 1,54% 0,10%
BANCO WWB S. A. 2,62% 1,80%
BANCOLOMBIA S. A. 0,29% 0,34%
BBVA COLOMBIA 0,84% 0,67%
CITIBANK-COLOMBIA 2,31% 2,19%
COLPATRIA RED MULTIBANCA 2,71% 1,40%
COLTEFINANCIERA S. A. COMPAÑÍA DE 
FINANCIAMIENTO 3,67% 3,73%

CONFIAR COOPERATIVA FINANCIERA 1,92% 1,00%
COOFINEP COOPERATIVA FINANCIERA 2,08% 1,00%
COOPERATIVA FINANCIERA COTRAFA 1,55% 0,80%
COOPERATIVA FINANCIERA DE 
ANTIOQUIA C.F.A. 1,03% n.d

CORFICOLOMBIANA S. A. 3,64% 2,49%
CREDIFAMILIA COMPAÑÍA DE 
FINANCIAMIENTO S. A. 0,34% 0,27%

EL BANCO COOPERATIVO 
COOPCENTRAL - COOPCENTRAL 0,09% 0,02%

EL BANCO CORPBANCA COLOMBIA S. A. 1,78% 2,74%
FINAMÉRICA S. A. 2,34% 1,61%
FINANCIERA JURISCOOP S. A. 
COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO 2,83% 1,18%

FINANCIERA PAGOS INTERNACIONALES 
S. A. COMPAÑÍA DE FINANCIAMIENTO 0,05% 0,05%

GIROS & FINANZAS COMPAÑÍA DE 
FINANCIAMIENTO S. A. 0,62% 0,33%

INTERNACIONAL COMPAÑÍA DE 
FINANCIAMIENTO S. A. 3,58% 2,99%

MACROFINANCIERA S. A. C.F. 1,00% 1,00%
MI PLATA S. A. (en adelante la “Sociedad”) 0,50% 0,50%
OPPORTUNITY INTERNATIONAL 
COLOMBIA S. A. COMPAÑÍA DE 
FINANCIAMIENTO

1,50% n.d

PROMEDIO 1,58% 1,26%

Fuente: Superintendencia Financiera de Colombia, Cálcu-
los UTL honorable Senador Mauricio Lizcano

El texto del proyecto de ley contempla que el tér-
mino para considerar como abandonada una cuenta es 
de 10 años. La razón para este plazo es la estructura de 

permanecen los recursos en las cuentas para realizar 
sus proyecciones de préstamos a los inversionistas. A 

-
nen la mayor parte de los recursos que colocarán entre 
los demandantes de créditos bancarios y es necesario 

-

sos por un periodo de tiempo que les permita cumplir 
con su función de canalizar el ahorro.

En resumen, el presente proyecto de ley plantea una 
-

vorable para la Nación que permitirá destinar recursos 
-
-

NORMATIVIDAD
En Colombia existe normatividad con respecto al 

uso de recursos de cuentas inactivas. Sin embargo no 
existe normatividad sobre el uso de recursos de saldos 
abandonados.

Mediante el Decreto número 2330 de 1998 se decla-
ró el Estado de Emergencia Económica y Social para 

-

la imposibilidad de devolver los ahorros a clientes de 

intervenidos durante la crisis.
Mediante el Decreto número 2331 de 1998, con 

base en el Estado de Emergencia, se estableció que las 
cuentas inactivas mayores a 1 año serían una fuente de 

del mencionado decreto estableció que:
“Artículo 36. Los saldos de las cuentas corrientes o 

de ahorro que hayan permanecido inactivas por un pe-
riodo mayor de un año y no superen el valor equivalen-
te a dos (2) UPAC, serán transferidos por las entidades 
tenedoras a título de mutuo a la Nación –Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público– Dirección General del Te-
soro Nacional, para desarrollar el objeto del Fondo de 
Solidaridad de Ahorradores y Depositantes de Entida-
des Cooperativas en Liquidación, del Fondo de Garan-
tías de Entidades Cooperativas, el seguro de desempleo 
y el servicio de estos recursos en los términos y condi-
ciones que determine el reglamento.

Los respectivos contratos de empréstito solo reque-

las partes y su publicación en el Diario Único de Con-
tratación Administrativa.

Cuando el titular del depósito solicite el retiro de la 
totalidad o parte del saldo inactivo, la Dirección General 
del Tesoro Nacional reintegrará al prestamista la suma 
correspondiente con los rendimientos respectivos, de 
acuerdo con los intereses que el depósito devengaba en 

-
dad con las disposiciones actualmente vigentes. Dicho 
reintegro deberá efectuarse a más tardar al día siguiente 

Igualmente procederá en ese término a entregar al Insti-
tuto Colombiano de Bienestar Familiar las sumas que de 
conformidad con la ley correspondan.”

Con posterioridad, mediante la Circular Externa 
número 001 de 1999 la Superintendencia Bancaria de 
Colombia3 impartió instrucciones sobre la aplicación 
del artículo 36 del Decreto número 2331 de 1998. Me-

inactiva, su contabilización, y las condiciones aplica-
bles a estas. A continuación se presenta el texto de la 
Circular Externa número 001 de 1999:

“…
Cuenta Inactiva
Para efectos del artículo 36 del Decreto número 

2331 de 1998, se considerarán cuentas inactivas aque-
llas cuentas corrientes o de ahorro sobre las cuales no 

3 Hoy Superintendencia Financiera de Colombia.
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se hubiere realizado ninguna operación durante seis me-
ses. Entiéndase por operación cualquier movimiento de 
depósito, retiro, transferencia o en general cualquier débi-
to o crédito que afecte a la misma, con excepción de los 

comisiones y servicios bancarios, operaciones estas que 
no impiden considerar una cuenta como inactiva.

Contabilización
Cuando una cuenta haya permanecido inactiva du-

rante seis meses o más, el saldo deberá trasladarse a los 
siguientes códigos según corresponda:

Tipo de cuenta Código
Cuentas corrientes privadas inactivas 210520

210530
Ordinarios Inactivos 212008
Cuentas Inactivas 212510
Transcurrido un año de inactividad, siempre que el 

saldo no supere el valor equivalente a dos (2) Upac, la 
suma correspondiente se trasladará a título de mutuo a 
la Nación –Ministerio de Hacienda y Crédito Público– 
Dirección General del Tesoro Nacional, debidamente 
soportada por los listados donde se discriminen las 
cuentas y el saldo objeto de traslado, con la periodici-
dad que determine el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público - Dirección General del Tesoro Nacional, y las 
condiciones de remuneración de dichos valores.

Una vez realizado el traslado de los valores a los 
códigos mencionados anteriormente, las entidades no 
podrán realizar cargos por concepto de comisiones o 
servicios bancarios contra las respectivas cuentas.

-
ción que solicite el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público - Dirección General del Tesoro Nacional en la 
oportunidad y en la forma que esa entidad establezca. 
Igualmente, las entidades deberán informar mensual-
mente a la Superintendencia Bancaria el valor total de 
los traslados efectuados por tipo de cuenta.

Reintegro de montos transferidos
El reintegro procederá siempre que la solicitud de 

retiro incluya parte o la totalidad del monto transferi-
do a la Dirección General del Tesoro Nacional, even-
to en el cual se reintegrará la cantidad solicitada, de 
conformidad con el procedimiento que para el efecto 
determine el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
- Dirección General del Tesoro Nacional.”

Mediante la Circular Externa número 054 de 1999 
la Superintendencia Bancaria de Colombia4 aclaró que 
cuando el saldo es transferido a la Nación se reconoce 
una cuenta por cobrar que se incrementa de acuerdo a 
los rendimientos de dichos saldos. La Circular Externa 
número 054 de 1999 determinó que:

“Para efectos de la aplicación de la Circular Ex-
terna número 001 de 1999, este Despacho se permite 

-
cieras trasladen los saldos de las cuentas inactivas a la 
Dirección del Tesoro Nacional, deberán constituir una 
cuenta por cobrar a cargo de dicha entidad, la cual se 

-
ros que se causen, de acuerdo con lo dispuesto en el 
parágrafo tercero del artículo 36 del Decreto número 
2331 de 1998.

cuentas inactivas hacen parte de la base para el cálculo 
del encaje legal, en el porcentaje establecido para cada 
tipo de cuenta.”

4 Ídem.

Por su parte la normatividad respecto del uso de los 
recursos de cuentas inactivas ha sido revisada por la 
Corte Constitucional. La Sentencia C-136/99 del Ma-
gistrado Ponente doctor José Gregorio Hernández Ga-
lindo expresa:

“A pesar del carácter en apariencia forzoso del prés-
tamo que en esta norma se contempla, debe observarse 
que surge en realidad de la libre contratación entre las 
partes, por lo cual no ha sido vulnerado el derecho de 
propiedad de los cuentahabientes. Además estos, según 
lo establece la disposición, tienen acceso inmediato a 
sus dineros cuando lo deseen y en tal evento, ante su 
solicitud, la Dirección General del Tesoro Nacional les 
reintegrará la suma correspondiente con los rendimien-
tos respectivos, de acuerdo con los intereses que el de-

En realidad lo que ocurre con este precepto es que 
los fondos depositados en cuentas inactivas, en vez 

-

atender las necesidades y urgencias inherentes al esta-
do de excepción declarado, sin perjuicio alguno para 
los depositantes.

Debe aclarar la Corte que, como acontece con el 
impuesto del “dos por mil”, estos recursos deben orien-
tarse en su totalidad a los sectores materialmente afec-

-

Como se puede observar en la sentencia, la Corte 
Constitucional resalta que no se vulnera el derecho 
de la propiedad de los titulares de las cuentas, pues se 
trata de un contrato de préstamo que nace de la libre 
contratación entre las partes. Asimismo destaca que los 
depositantes pueden exigir sus depósitos en cualquier 
momento, con los intereses correspondientes.

Se debe destacar que la Corte Constitucional argu-
menta que los recursos inactivos los utiliza el Estado 
para su provecho en vez de ser usados por las entidades 

-
titucional considera que los titulares de la cuenta no 
sufren perjuicio alguno.

El presente proyecto de ley recoge los mismos ele-
mentos presentados por la Corte Constitucional, pero 
aplicados a las cuentas abandonadas. El texto del pro-
yecto busca mantener armonía con los principios ex-
presados por la Sentencia C-136/99, tales como: res-
pecto del derecho de la propiedad, no afectación del 

provecho del Estado.
DERECHO COMPARADO
Algunos países han reglamentado qué ocurre con 

los saldos en cuentas abandonadas. Al respecto exis-
te reglamentación en el Reino Unido, España, Liberia, 
Italia, Holanda, Irlanda, Francia entre otros.

En general la regulación coincide en que los recur-
sos que permanecen inactivos por un periodo prolonga-

del Estado. A continuación se presenta en detalle la re-
gulación del Reino Unido y posteriormente se explica-
ran de forma sucinta otras regulaciones.

Reino Unido5

El Reino Unido expidió su legislación para el uso de 
recursos provenientes de cuentas abandonadas median-

5 Cámara de los Comunes, Parlamento Británico, Nota ex-

2011. Consultado el 28 de octubre de 2014 en www.par-
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depositantes y las reclamaciones, en donde se buscaba 
que el titular de la cuenta tuviera que reclamar directa-
mente los recursos al banco y no al “Fondo Central de 
Reclamaciones”.

Otro documento de consulta, también de marzo de 
2007 discutía la destinación de los recursos. Sugería que 
los servicios para la juventud debían ser la prioridad, sin 
embargo se añadieron como posible destino de esos re-
cursos las organizaciones no gubernamentales, organiza-

10.
Por su parte los bancos crearon una fundación inde-

pendiente, como respuesta a las críticas, denominada 
“Balance Charitable Foundation” que invertía los sal-
dos abandonados en obras de caridad mientras mante-
nían la facultad del depositante de reclamar sus dine-
ros. La inversión podía realizarse en cualquier sector, 
sin embargo la fundación daba preferencia a iniciativas 
en educación.

Finalmente, después de las experiencias que hasta 
el 2008 se habían adelantado se presentó un proyecto 
de ley respecto del uso de los recursos de las cuentas 

años para considerar las cuentas como abandonadas. 
También establecía que los depositantes al momento de 
reclamar su dinero lo recibirían por parte del “Fondo 
Central de Reclamaciones”. Sin embargo no mostraba 
el esquema para la transferencia, cómo se iban a admi-
nistrar los recursos y sobre todo no establecía que la 
transferencia era obligatoria.

Subsanando esos errores el 26 de noviembre de 
2008 se emitió la ley denominada “Dormant Bank and 
Building Society Accounts Act 2008” la cual tiene los 
siguientes elementos. Los recursos son transferidos y el 
Gobierno se hace contraparte del depositante. Los re-
cursos deben destinarse a instalaciones y servicios para 
la juventud, para las organizaciones no gubernamenta-
les u organizaciones solidarias, para educación e inclu-

a conocer a los depositantes que sus recursos han sido 
transferidos, por esta razón se elaboran listados en don-
de se publica las cuentas que se han reconocido como 
abandonadas.

Con estos elementos la legislación Británica ha bus-
cado la manera de que todos los dineros provenientes 
de cuentas abandonadas en el Reino Unido sean utiliza-

Otros países
Existe legislación al respecto de cuentas abandona-

das en otros países. A continuación se presentan algu-
nos casos:

Holanda: “En Holanda, 20 años luego de la última 
transacción de una cuenta bancaria, los fondos de di-
cha cuenta se revierten al banco y se guardan en una 
cuenta central del mismo. Esta práctica no es del todo 
uniforme. Algunos bancos han establecido un periodo 
de abandono de 30 años. En todos los casos los bancos 
pagan los fondos al cuentahabiente, si el cuentahabien-

pasado. No existe una reinversión social establecida 
11.

10 Ibídem nota 5.
11 

Comunes Parlamento Británico, Nota explicativa SN/
BT/3027” páginas 17 y 18. Autor Timothy Edmonds. 

te el “Dormant Bank and Building Society Accounts 
Act 2008”.

La discusión respecto al uso de estos recursos co-
menzó en el 2004. Al momento de determinar el pre-
supuesto del año 2004, en el Reino Unido se generó 
debate acerca de un esquema mediante el cual los ban-
cos entregarían voluntariamente los saldos abandona-

abandonados estaban siendo utilizados por los bancos 
-

table poder apalancar sus operaciones. Sin embargo 

recursos, el Canciller Gordon Brown consideraría le-
gislar al respecto.

Los bancos presentaron resistencia a la legislación 
sobre cuentas abandonadas6

que el tiempo prudente para determinar los recursos 
como abandonados era de 5 años7. Posteriormente se 
estableció que el tiempo para determinar una cuenta 
como “Dormant” era de 15 años. De acuerdo a la Aso-
ciación de Banqueros Británicos, dicho periodo reco-
nocía que el saldo de una cuenta bancaria puede ser re-
clamado después de un largo tiempo sin haber movido 
los recursos y a su vez tenía en cuenta que los saldos 
abandonados pueden ser usados para reinvertirse en la 
sociedad.

Se determinó que los recursos provenientes de las 
cuentas abandonadas serían utilizados para mejorar las 
condiciones de la juventud. Según el Canciller Gordon 
Brown, se constituiría el primer “Servicio Comunitario 
para la Juventud” (National Youth Community Servi-
ce) y la “Fundación Nacional de Deportes”, esta última 
para mejorar las instalaciones, los servicios y la partici-
pación en todos los deportes8.

Para implementar la iniciativa se creó la “Comi-
sión de Activos No Reclamados” (Commission for 
Unclaimed Assets). Esta comisión tenía los siguien-
tes objetivos: 

1. Asegurar que cuando los depositantes reclamaran 
sus depósitos estos estuvieran disponibles. 

fondos para incrementar la inversión en comunidades 
de escasos recursos económicos. 

3. Recomendar la mejor manera de usar los re-

económicos, y 
4. Ayudar a los bancos en la ejecución de las tareas 

necesarias para poder implementar las trasferencias.9

El 20 de marzo de 2007 se publicó un documento de 
consulta en el cual se analizaba la creación del “Fondo 
Central de Reclamaciones”, con funciones de adminis-
trar e invertir los recursos provenientes de los saldos 
abandonados. Además garantizaba la existencia de su-

depositantes cuando solicitaran el retiro del saldo. El 
documento además indagaba sobre la relación de los 

6  Sunday Times “Brown plans the £15bn bank heist” 8 de 
agosto 2004.

7 Ídem.
8  Ibídem nota 5.
9  The Commission for Unclaimed Assets de Reino Uni-

-
sultado el 29 de octubre de 2014 en http://web.archive.
org/web/20070315191919/http:/www.thescarmantrust.
org/news/CUA%20News%20Rel ease%20FINAL%20
30nov05.pdf
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Francia: “En Francia la legislación existe para 
fondos en bancos y fondos de inversión. Los fondos 
sin mover o ignorados en los bancos por un periodo 
de 10 años son transferidos a una ‘cuenta depósito’. 
En cuanto a las acciones, estas pueden ser vendidas 
si los accionistas no pueden ser contactados por un 
periodo de 10 años a pesar de haber sido invitados a 
atender la junta anual de accionistas. La suma neta de 
las acciones vendidas se guarda a nombre del accio-
nista en una cuenta congelada por 10 años, después 
de los cuales los fondos son transferidos a la ‘cuenta 
depósito’. Una vez transferidos a la ‘cuenta depósito’, 
estos (incluyendo cualquier interés) son transferidos 

-
tima operación de la cuenta (dícese, 20 años después 
de ser guardados en la ‘cuenta depósito’). Los cuen-
tahabientes y accionistas son contactados para que 
reclamen sus dineros un año antes de que esta trans-

en la ‘cuenta depósito’ ascendieron a 747 millones de 

aplica a quienes han estado hospitalizados. Cualquier 
dinero perteneciente a una persona que haya salido 
del hospital o muerto durante una hospitalización, no 
reclamado durante un año, es transferido a la ‘cuenta 

5 años después (6 años en total), a menos que el dine-
ro sea reclamado por su propietario legítimo durante 
ese periodo.”12.

Italia: “En Italia la Ley Financiera de 2006 intro-
dujo regulaciones acerca de las cuentas abandonadas 
o “somme giacenti”, pero que son comúnmente referi-
das como ‘cuentas dormidas’, o ‘conti dormienti’. La 
ley incluye un rango de cuentas bancarias y seguros de 
vida que exceden los 100 euros. ‘Giacenti
como un periodo mayor a 10 años. De forma similar 
que en el Reino Unido, las sumas son reinvertidas, en 
este caso para un “Fondo para las víctimas de fraude 

de una enmienda de 2007, parte de los dineros recogi-
dos pueden ser utilizados para realizar reclutamiento 
para el servicio civil”13.

España: “En España, los dineros abandonados se 
encuentran regulados por la Sección 18 de la Ley 33 de 
2003 sobre la Administración de Dineros y Herencias 
Públicas. Esta ley hace referencia a un amplio rango de 
dinero, bienes e instrumentos depositados en las insti-

-
to. El periodo de abandono es de 20 años. Las entidades 

de Hacienda la existencia de bienes abandonados, o 

en el reporte de cuentas de las entidades. Una vez iden-

medio del Directorio General de los Bienes de Estado. 
Posteriormente, los fondos se transforman en fondos 
públicos como si fueran cualquier otro tipo de ingreso 
gubernamental, por ejemplo, los impuestos. Los recur-
sos no son hipotecados de ninguna forma, y se utili-
zan para el gasto o el ahorro público. Hay una menor 
certeza en la ley española en cuanto a la restitución de 

-
timo reaparezca, puesto que la ley guarda silencio con 
respecto a esta hipótesis. El depositante debería enton-

-
ciera original, y luego al Banco Central. No se sabe si 
el supuesto depositante puede obligar al Banco Central 

12 Ídem.
13 Ídem.

-
nanciera la que originalmente valoró sus fondos como 
abandonados”14.

Del honorables Senador,

SENADO DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL 

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 29 de octubre de 2014
Señor Presidente:

de ley número 116 de 2014 Senado, por medio de la 

se destinan recursos adicionales para la educación en 
Colombia, me permito pasar a su despacho el expe-
diente de la mencionada iniciativa que fue presentada 
en el día de hoy ante Secretaría General por el honora-
ble Senador Óscar Mauricio Lizcano Arango y la ho-
norable Representante Luz Adriana Moreno Marmo-
lejo. La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es competencia de la Comisión Tercera Cons-
titucional Permanente del Senado de la República, de 
conformidad con las disposiciones reglamentarias y 
de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Octubre 29 de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Tercera Constitucional y envíese 

que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

José David Name Cardozo.
El Secretario General del honorable Senado de la 

República,
Gregorio Eljach Pacheco.

* * *
PROYECTO DE LEY ORDINARIA NÚMERO 

117 DE 2014 SENADO
por la cual se reglamentan las prácticas de la Eutanasia 
y la asistencia al suicidio en Colombia y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
Objeto. Esta ley tiene el propósito de 

reglamentar integral y rigurosamente la forma en que 
se atenderán las solicitudes de los pacientes sobre la 
terminación de su vida en condiciones dignas y hu-

práctica de la eutanasia y la asistencia al suicidio, por 

14 Ídem.
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los respectivos médicos tratantes; así como, establecer 
los mecanismos que permitan controlar y evaluar la co-
rrecta realización de la eutanasia y el suicidio asistido, 
atendiendo al deber del Estado de proteger la vida.

Para cumplir con dicho propósito, se tendrán en 

i) Eutanasia: Es la terminación intencional de la 

médico tratante, de una forma digna y humana, a partir 
de la petición libre, informada y reiterada del paciente, 
que esté sufriendo intensos dolores, continuados pade-
cimientos o una condición de gran dependencia y mi-
nusvalía que la persona considere indigna a causa de 
enfermedad terminal o grave lesión corporal;

ii) Suicidio asistido: Consiste en ayudar o asistir 
intencionalmente a otra persona, el paciente, a cometer 
suicidio, o en proveerle de los medios necesarios para 
la realización del mismo, a partir de su petición libre, 
informada y reiterada, cuando esté sufriendo intensos 
dolores, continuados padecimientos o una condición de 
gran dependencia y minusvalía que la persona consi-
dere indigna a causa de enfermedad terminal o grave 
lesión corporal;

iii) Médico tratante: 
medicina que ha tenido la responsabilidad del cuida-
do del paciente, víctima de una enfermedad terminal 
o grave lesión corporal y que además, de acuerdo al 
registro médico eutanásico y al acta de defunción, ha 
terminado, por petición expresa del paciente, con su 
vida de una forma digna y humana o le ha proveído de 
los medios necesarios para lograr el mismo resultado;

iv) Médico de referencia: Es el profesional de la 
medicina que ha sido consultado por el médico tratan-
te, en segunda instancia, con el objeto de lograr una 

del diagnóstico, las opciones te-
rapéuticas y el pronóstico respectivo del paciente que 
ha solicitado la terminación de su vida de una forma 
digna y humana, en virtud de su nivel especializado de 
conocimiento y experiencia en la materia;

v) 
-

gunda instancia, por un médico independiente, que a su 
vez, ha examinado al paciente y su respectiva historia 
clínica;

vi) Consejería: 
que sean necesarias entre un siquiatra y/o un sicólogo, 
o un equipo de apoyo conformado por profesionales 
de ambas disciplinas, y el paciente que ha solicitado 
reiteradamente a su médico tratante la terminación de 
su vida de forma digna y humana; con el propósito de 
determinar la situación real del paciente, la madurez de 
su juicio y su voluntad inequívoca de morir; así como 

-
quiátrico, psicológico o de una depresión momentánea 
que pueda estar perturbando su juicio;

vii) Decisión informada: -
mada por el paciente, de solicitar u obtener una orden o 
prescripción médica, de su médico tratante, para termi-
nar con su vida de una forma digna y humana, lo cual 

acerca de su enfermedad y de las opciones terapéuti-
cas: así como de las diferentes alternativas existentes 
en medicina paliativa, incluyendo tratamientos para el 
control del dolor y su pronóstico; y además, que cuenta 

viii) Enfermedad terminal: -
dad incurable e irreversible o lesión grave que ha sido 

estima producirá la muerte del paciente en un lapso 

no superior a seis (6) meses, sin que este último lapso 
constituya una constante invariable, ya que puede va-
riar según las circunstancias particulares de cada caso;

ix) Adulto capaz: Quiere decir una persona con 18 
años de edad o mayor, y que en opinión de un tribunal, 
del médico tratante o del especialista, de un siquiatra 
y/o un psicólogo o un grupo de apoyo, tenga la habi-
lidad de entender, tomar y comunicar, por sí mismo 
o a través de sus familiares, las decisiones respecto 
de su estado de salud y su vida ante las autoridades 
competentes;

x) Médico especialista: Es el profesional de la me-
dicina que ostenta una especialidad académica en el 
campo de conocimientos que estudia la enfermedad por 
la cual el paciente es tratado.

CAPÍTULO II
Condiciones y procedimiento de cuidado debido

Condiciones. En los estrictos térmi-
nos de esta ley, la única persona que puede practicar 
el procedimiento eutanásico o asistir al suicidio a un 
paciente, es un profesional de la medicina, que para los 
efectos de esta regulación es, el médico tratante. De 
esta forma, no será objeto de sanción penal el médico 
tratante que respete estrictamente las condiciones y el 
procedimiento de cuidado debido que esta ley provee, y 

de los siguientes requisitos:
1. Que el paciente sea colombiano o extranjero re-

sidente por un término no menor de un (1) año, adulto 
mayor de edad, legalmente capaz y en pleno uso de 
sus facultades mentales al momento de solicitar, oral-
mente o por escrito, al médico tratante la terminación 
de su vida de una forma digna y humana o la asisten-
cia al suicidio; en concordancia con lo dispuesto en 
materia de capacidad por el artículo 1503 y siguien-
tes, del Código Civil y la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional.

En los casos en que el paciente adulto mayor de 
edad, se encuentre inconsciente y no pueda expresar 
su voluntad por escrito, ni por ningún otro medio, se 
deberá proceder únicamente de la forma indicada en el 

los familiares y/o el médico tratante, de la presente ley.
2. Que la petición o solicitud para la terminación de 

la vida del paciente sea libre e informada, manifestada 
inequívocamente por escrito, cuando sea posible, vo-
luntaria y reiterada, la cual no permita albergar la me-
nor duda sobre si el origen de la misma es el producto 
de una presión exterior indebida o el resultado de una 
depresión momentánea.

Cuando no sea posible obtener la autorización por 
escrito del paciente terminal se procederá de acuerdo a 

3. Que el paciente, en efecto, sufre de una enferme-

historia clínica por dos médicos especialistas, que le 
produce intensos dolores, continuados padecimientos o 
una condición de gran dependencia y minusvalía que 
la persona considere indigna, los cuales no pueden ser 
aliviados por la ciencia médica actual con esperanza de 
cura o mejoría.

Parágrafo. Ningún médico tratante podrá ser obli-
gado a practicar el procedimiento eutanásico o a pro-

En caso de que el médico tratante se rehúse a practi-
car el procedimiento eutanásico o a proveer la ayuda 
necesaria para la terminación de la vida del paciente, 
este último o sus familiares, si el mismo se encuentra 
inconsciente, en cualquier tiempo, podrán solicitar la 
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ayuda de otro médico, que asuma el caso como médico 
tratante en los términos de la presente ley.

Esta misma disposición se aplicará, cuando haya lu-
gar, al médico tratante en los términos señalados en el 

Procedimiento de cuidado debido. Para 
garantizar el pleno cumplimiento del procedimiento de 
cuidado debido, antes de llevar a cabo el procedimiento 
eutanásico o la asistencia al suicidio, el médico tratante 
deberá en cada caso:

1. Informar detalladamente al paciente sobre su 
condición médica, esto es, su diagnóstico, pronóstico 
y las diferentes opciones terapéuticas y de medicina 
paliativa existentes (v. gr. tratamientos hospitalarios, 
medicamentos y control del dolor); de sus potenciales 

efectos sobre su expectativa de vida.
-

cance, los intensos dolores o padecimientos continuos 
que sufre el paciente, y la naturaleza reiterada, libre y 
voluntaria de su solicitud. De tal manera, que conjun-
tamente tanto el paciente como el médico tratante, con-
cluyan que no existe otra alternativa terapéutica posible 
para aliviar la penosa situación del primero.

3. Dialogar reiteradamente con el paciente, acerca 
de la solicitud de terminar con su vida de una forma 
digna y humana o de la provisión de la asistencia al 
suicidio, así como de las diferentes opciones terapéuti-
cas existentes. Dichas sesiones deben realizarse dentro 
de un periodo no inferior a 48 horas ni superior a 15 
días y, en las mismas, participará un equipo de apoyo 
conformado por especialistas en psiquiatría y psicolo-

madurez del juicio del paciente y su inequívoca volun-
tad de morir. Paralelamente, el médico tratante debe 
también examinar el progreso en la condición médica 
del paciente durante este periodo de sesiones.

4. Remitir al paciente con su respectiva historia 
clínica, para una segunda valoración del diagnóstico, 
las opciones terapéuticas y el pronóstico emitidos por 
el médico tratante, al médico de referencia, en virtud 
de su nivel de conocimiento y experiencia en la mate-
ria, quien deberá volver a examinar integralmente al 
paciente.

Los resultados de dicha valoración se denominarán 
-

to de la condición del paciente, así como una reitera-
ción, si es el caso, de los intensos dolores, continuados 
padecimientos o una condición de gran dependencia 
y minusvalía que la persona considere indigna que le 
causa la enfermedad terminal o grave lesión corporal al 
paciente, y que no pueden ser aliviados o curados con 
los tratamientos convencionales que ofrece la ciencia 
médica. Asimismo, deberá ser entregada una copia de 
este informe al paciente y al médico tratante.

Parágrafo. El médico de referencia encargado de 
-

te tanto del médico tratante como del paciente, esto 
es, debe ser médico especialista en la enfermedad que 
sufra el paciente y estar vinculado a una unidad espe-
cializada de otra Clínica o Centro Hospitalario, según 
corresponda. En los casos de los hospitales que por ra-
zones de nivel o adecuación, no cuenten con especialis-

director de unidad o de la clínica o centro hospitalario, 
o por un médico de segunda opinión delegado por este.

5. Remitir al paciente a Consejería, la cual consti-
tuye la tercera valoración dentro del procedimiento de 
cuidado debido, en la que un equipo de apoyo espe-

cializado en psiquiatría y psicología de la respectiva 
Clínica o Centro Hospitalario en que se encuentre el 

-
te ha tenido los elementos necesarios para tomar una 
decisión informada, respecto de la terminación de su 
vida.

Igualmente, en caso de cualquier duda sobre la con-
dición médica del paciente, el médico tratante deberá 
remitirlo a una tercera revisión médica realizada por 
especialista en la materia, en los mismos términos se-
ñalados para las anteriores valoraciones y posterior-
mente procederá a enviarlo nuevamente a Consejería.

Una vez cumplido este último trámite, y tras anali-
zar los informes respectivos, el médico tratante deberá 
indicarle al paciente acerca de la posibilidad de desistir 
de su petición. En todo caso, se deberá esperar un pe-
riodo de tiempo mínimo de 15 días antes de practicar al 
paciente el procedimiento eutanásico o la asistencia al 
suicidio, según sea el caso.

vida en una forma digna y humana o la asistencia al 
suicidio, se haya realizado cumpliendo estrictamente 

presente ley.
-

násico y el acta de defunción del paciente. Para todos 
los efectos jurídicos, el médico tratante, en el acta de 
defunción debe señalar que la muerte del paciente se 
produjo por causas naturales, en concordancia con lo 
señalado en el artículo 12 del Capítulo V de esta ley.

Requisitos y contenido de la solicitud. 
Toda solicitud de terminación de la vida en una for-
ma digna y humana o de asistencia al suicidio, deberá 
hacerse por escrito, siempre que sea posible, personal-
mente por el paciente. En los demás casos en que el 
paciente no pueda expresar su voluntad, se seguirán las 

el paciente y al menos dos testigos que en presencia 
del mismo, atestigüen de buena fe que el paciente está 
actuando voluntariamente, es plenamente capaz y no 

petición de terminación de la vida.
-

testigos.
Al menos uno de los testigos no podrá ser:
i) Familiar del paciente, en ninguno de los grados 

de parentesco establecidos en el artículo 35 y siguien-
tes del Código Civil: consanguinidad, matrimonio y 
adopción;

ii) Persona(s) con interés material en la muerte del 
paciente, en virtud de contratos u obligaciones civiles 
y comerciales;

iii) El médico tratante.
Si el paciente se encuentra en tal condición física 

-
mo la solicitud de terminación de la vida, otra persona 
designada con anterioridad por él, indicando las razo-
nes de su incapacidad, podrá hacerlo si es mayor de 
edad y no tiene ningún interés material en la muerte 
del paciente.

El paciente podrá revocar la solicitud de terminar 
con su vida de una forma digna y humana o de asisten-
cia al suicidio, en cualquier tiempo, incluso hasta en el 
último momento, en cuyo caso tal documento no tendrá 
validez y será removido de la historia clínica y devuelto 
al paciente.
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Petición escrita completada por los fa-
miliares o por el médico tratante. En todos los demás 
casos en que el paciente se encuentre inconsciente y 
no pueda expresar su voluntad por escrito, ni por nin-
gún otro medio, sus familiares en primera instancia, 
siguiendo los rigurosos criterios de parentesco por con-
sanguinidad establecidos por el artículo 35 y siguien-
tes del Código Civil podrán pedir al médico tratante la 
terminación de la vida de una forma digna y humana, 
siempre y cuando se cumplan los requisitos estableci-
dos en los numerales 1, 2 y 3 del presente artículo.

En el caso de que el paciente no tenga familia, será 
el mismo médico tratante, previa consulta a un médi-
co especialista, quien elaborará la petición, siempre y 
cuando concurran los siguientes requisitos:

1. Que el paciente sufra de una enfermedad termi-
nal o grave lesión corporal que le produzca intensos 
dolores, padecimientos continuos o una condición de 
gravísima dependencia y minusvalía que la persona 
considere indigna.

3. Que la condición médica del paciente sea irre-
versible y no pueda ser aliviada por la ciencia médica 
actual con esperanza de cura o mejoría.

4. Que tras un tiempo prudencial de búsqueda, que 
no excederá de un (1) mes, realizado por la Clínica o 
el Centro Hospitalario con ayuda de las instituciones 
públicas y privadas correspondientes, no haya sido po-
sible dar con el paradero de los familiares o parientes 
del paciente.

Petición por instrucción previa. La pe-
tición por instrucción previa consiste en la designación 
por parte del paciente de una o más personas, con ante-
rioridad, en privado y en estricto orden de preferencia, 
para que informen al médico tratante acerca de su vo-
luntad de morir, en caso de que concurran las circuns-
tancias de que trata esta ley y sea incapaz de manifestar 
su voluntad o se encuentre inconsciente.

La petición por instrucción previa, puede ser ela-

ante notario público en presencia de dos (2) testigos, 

presente ley. De esta forma, la petición solo será váli-

menos 5 años antes de la pérdida de la capacidad para 
expresar, por completo su voluntad.

-
cada o revocada en cualquier tiempo.

CAPÍTULO III
Registro Médico Eutanásico

Obligaciones y contenido. Todo médi-
co tratante que, en los términos de la presente ley, haya 
practicado un procedimiento eutanásico o asistido al 
suicidio del paciente con el propósito de terminar su 
vida de una forma digna y humana, estará obligado a 
completar un registro médico eutanásico que deberá ser 
enviado dentro de los siguientes diez (10) días hábiles 
al deceso del paciente, a la Comisión Nacional de Eva-
luación y Control Posterior de Procedimientos Euta-
násicos y Suicidio Asistido, establecida en el Capítulo 

conforme a lo de su competencia.
Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, al re-

gistro médico eutanásico, deberá añadirse la siguiente 
documentación:

1. El registro de todas las peticiones, orales y escri-
tas, hechas al médico tratante por el paciente para la 
terminación de su vida de una forma digna y humana.

2. Un primer informe, elaborado por el médico tra-
tante que incluya: diagnóstico médico y su pronóstico, 
así como un concepto general sobre la capacidad, au-
tonomía y madurez del juicio del paciente para tomar 
una decisión informada, respecto de la terminación de 
su vida.

3. Un segundo informe, elaborado por el médico 
especialista, o en su defecto de segunda opinión, que 

pronóstico, así como una nueva valoración sobre la ca-
pacidad, autonomía y madurez del juicio del paciente 
para tomar una decisión informada, respecto de la ter-
minación de su vida.

4. Copia del informe completo emitido por la Con-
sejería especializada al médico tratante.

un tercer médico especialista y su correspondiente va-
loración sicológica por la Consejería.

CAPÍTULO IV
Comisión Nacional de Evaluación y Control  

Posterior de Procedimientos Eutanásicos  
y Suicidio Asistido

Mandato. Con el propósito de garan-
tizar el cumplimiento de las disposiciones normativas 
que conforman esta ley, la defensa de los derechos de 
los pacientes; así como establecer los mecanismos que 
permitan controlar y evaluar posteriormente, la correc-
ta observancia del procedimiento de cuidado debido en 
la práctica de la eutanasia y el suicidio asistido, aten-
diendo al deber del Estado de proteger la vida, se crea 
la Comisión Nacional de Evaluación y Control de Pro-
cedimientos Eutanásicos y Suicidio Asistido, que en 
adelante se denominará “La Comisión”.

El Ministro de la Protección Social regulará la 
materia.

Funciones. La Comisión, en ejercicio 
de su mandato, tendrá las siguientes funciones:

1. Garantizar que los derechos de los pacientes y 
el procedimiento de cuidado debido sean estrictamente 
respetados por los médicos que ejecuten las solicitudes 
de terminación de la vida.

Para instrumentalizar este propósito, la Comisión 
creará y administrará un Archivo Nacional de Procedi-
mientos Eutanásicos y Asistencia al Suicidio, en el cual 
se llevará un registro de todos los casos reportados de 
terminación de la vida, en las condiciones señaladas en 
esta ley.

2. Elaborar un informe anual sobre la aplicación de 
la presente ley en todo el país indicando los factores 
relevantes para su evaluación y seguimiento. Dicho in-
forme, será presentado al Ministerio de la Protección 
Social y al Ministerio del Interior y de Justicia.

3. Elaborar un estudio estadístico anual, el cual debe 
ser remitido al Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística.

4. Diseñar los diferentes formatos de solicitud para 
la terminación de la vida de una forma digna y humana 
o asistencia al suicidio, a que haya lugar con la presente 
ley:

a) Registro Médico Eutanásico;
b) Solicitud de terminación de la vida en forma 

digna y humana;
c) Autorización al médico tratante para la asistencia 

necesaria al suicidio;
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d) Solicitud de terminación de la vida de una forma 
digna y humana (completada por los familiares);

e) Solicitud de terminación de la vida de una forma 
digna y humana (completada por el médico tratante);

f) Solicitud de terminación de la vida de una forma 
digna y humana (petición por instrucción previa).

La Comisión, sin perjuicio de las demás funciones 

conveniente, los diferentes formatos de solicitud de 
terminación de la vida o asistencia al suicidio.

5. Recomendar cuando lo considere pertinente, las 
reformas legislativas que sean necesarias para la mejor 
implementación de la presente ley.

6. Enviar copias de todos los registros, de sus ha-
llazgos y de sus respectivos informes, a la Fiscalía Ge-
neral de la Nación y a las demás entidades a que haya 
lugar, para lo de su competencia.

7. La Comisión, una vez conformada, se dará su 
propio reglamento.

Para la efectiva realización de estos propósitos, la 
Comisión podrá ser asesorada y servirse de la informa-
ción de instituciones públicas y entidades del Estado 
relacionadas con su mandato. Asimismo, podrá proveer 
los resultados estadísticos de sus reportes a los obser-
vatorios de estudio e investigación en eutanasia de las 
diferentes universidades y centros académicos.

Artículo 10. Composición. La Comisión se compon-
drá de siete (7) miembros designados por el Ministerio 
de Protección Social, nominados con base en sus cono-
cimientos, experiencia y reconocimiento en las mate-
rias relacionadas con la competencia de la Comisión.

Tres (3) miembros deberán ser profesionales en me-
dicina, y al menos dos (2) de ellos deberán ser también 
catedráticos universitarios en una institución de ense-
ñanza superior acreditada en el país, de conformidad 
con lo normado por la Ley 30 de 1992. Dos (2) miem-
bros deberán ser abogados, y al menos uno (1) de ellos 
deberá haber ejercido la Magistratura como miembro 
de una Alta Corte o de Tribunal Superior de Distrito 
Judicial, o un rango equivalente. Los dos (2) miembros 
restantes deberán trabajar o desarrollar su actividad 
profesional en instituciones especializadas en la aseso-
ría y tratamiento de enfermos terminales o incurables.

CAPÍTULO V
Disposiciones especiales

Artículo 11. El Código Penal, por unidad normativa 

1. El artículo 106 del Código Penal quedará así:
Artículo 106. Homicidio por piedad. El que matare 

provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e 
incurable, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años.

Cuando el médico tratante cuente con el consenti-
miento libre e informado del paciente, y haya respetado 
el procedimiento de cuidado debido, exigido por la ley 
que regula la terminación de la vida de una forma digna 
y humana y la asistencia al suicidio, no será objeto de 
sanción penal alguna.

2. El artículo 107 del Código Penal quedará así:
Artículo 107. Inducción o ayuda al suicidio. El 

una ayuda efectiva para su realización, incurrirá en pri-
sión de dos (2) a seis (6) años.

Cuando la inducción o ayuda esté dirigida a poner 
-

poral o enfermedad grave e incurable, se incurrirá en 
prisión de uno (1) a dos (2) años.

Cuando sea el médico tratante quien provea los me-
dios necesarios para la realización del suicidio y cuente 
con el consentimiento libre e informado del paciente, 
y además haya respetado el procedimiento de cuidado 
debido, exigido por la ley que regula la terminación de 
la vida de una forma digna y humana y la asistencia al 
suicidio, no será objeto de sanción penal alguna.

Artículo 12. Cláusula general de protección. Sin 
perjuicio de las demás provisiones especiales que de-
termine la Comisión, se establecerá una cláusula espe-
cial para la protección de los derechos de los pacientes 
que opten por terminar con su vida de una forma digna 
y humana o la asistencia al suicidio, en los términos de 
la presente ley.

De esta manera:
1. Toda cláusula o provisión en contratos u obliga-

ciones civiles y comerciales, en acuerdos, sean orales 
o escritos, será nula de pleno derecho si está dirigida 
a constreñir y/o afectar al paciente en su voluntad o 
decisión de terminar con su vida de una forma digna y 
humana o la asistencia al suicidio.

2. Con respecto al régimen de los seguros (v. gr. 
vida, salud, accidentes, funerarios o a los que haya lu-
gar), no podrán establecerse cláusulas o provisiones 
que restrinjan o condicionen, a través de sus efectos y/o 
consecuencias jurídicas, la libre opción del paciente de 
terminar con su vida de una forma digna y humana. Si 
se presentaren, dichas cláusulas serán absolutamente 
nulas.

3. Para todos los demás efectos legales, en el cer-
-

lar que la muerte del paciente se produjo por causas 
naturales.

CAPÍTULO VI
Vigencia y derogatoria

Artículo 13. Vigencia y derogatoria. La presente 
ley rige a partir de su sanción y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La presente propuesta retoma el texto aprobado en 

primer debate por la Comisión Primera del Senado, 

legislativa, dentro del curso del Proyecto de ley número 

haberse cumplido el segundo debate en la Plenaria del 
Senado. Al efecto, igualmente se reiteran los argumen-
tos expuestos en la exposición de motivos presentada 
en su oportunidad:

Estado Social de Derecho, fundado sobre el respeto a la 
dignidad humana. Esta determinación del pacto consti-

humana se convertía en la estructura básica sobre la 
-

ne importancia máxima en la creación y aplicación del 
Derecho.

jurídica inferiores al poder constituyente primigenio, 
habrá de tenerse en cuenta esta disposición, así es que 
al constituyente derivado, al legislador, al funcionario 
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judicial y administrativo en todas sus decisiones le es 
exigible atender al concepto constitucional de dignidad 
humana.

El papel del concepto de dignidad humana ha sido 
examinado por la Corte Constitucional, Sentencia 
C-355 de 2006, en los siguientes términos:

“Desde estos diversos planos la dignidad humana 
juega un papel conformador del ordenamiento jurídi-
co. En relación con el plano valorativo o axiológico, 
esta Corporación ha sostenido reiteradamente que la 
dignidad humana es el principio fundante del ordena-
miento jurídico y constituye el presupuesto esencial de 
la consagración y efectividad de todo el sistema de de-
rechos y garantías de la Constitución. Así mismo ha 
sostenido, que la dignidad humana constituye la base 
axiológica de la Carta, de la cual se derivan derechos 
fundamentales de las personas naturales, fundamento 
y pilar ético del ordenamiento jurídico. De esta múlti-
ple caracterización ha deducido la Corte Constitucio-
nal que “la dignidad humana caracteriza de manera 

instituciones jurídicas”.
Frente al concepto de Dignidad Humana, ha expre-

sado el Tribunal Constitucional colombiano:
“La Carta Política reconoce el derecho inaliena-

ble de todo ser humano a la dignidad, entendida como 
autonomía o posibilidad de diseñar un plan y de de-
terminarse según sus características “vivir como quie-
ra”, al punto de constituirse en el pilar esencial en la 
relación ¿Estado-Persona privada de la libertad, de 
acuerdo con el artículo 5° de la Constitución Políti-
ca, los tratados internacionales y la jurisprudencia 
constitucional”1 (subrayado no original).

El concepto de dignidad permea a todo el ordena-
miento constitucional, así que el artículo 11 Superior 
que consagra el derecho fundamental a la vida, en su 
carácter inviolable, ha sido entendido por la Corte 
Constitucional, como la protección a la vida en tanto 
sea digna.

Así es que cuando en sede de constitucionalidad se 
estudió el artículo 326 del Decreto número 100 de 1980 
(Artículo 106 del Nuevo Código Penal), que penaliza 
el homicidio por piedad, la citada Corporación lo de-
claró exequible “con la advertencia de que el caso de 
los enfermos terminales en que concurra la voluntad 
libre del sujeto pasivo del acto, no podrá derivarse 
responsabilidad para el médico autor, pues la conducta 

-
los Gaviria Díaz.

POSICIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIO-
NAL FRENTE AL DERECHO A LA MUERTE 
DIGNA

La Corte Constitucional analizó el tema de la Eu-
tanasia o “muerte en condiciones dignas” en la preci-
tada Sentencia C-239 de 1997 en donde se demandó 
la constitucionalidad del artículo 326 del Código Penal 

siguientes términos:
“La Constitución se inspira en la consideración de 

la persona como un sujeto moral, capaz de asumir en 
forma responsable y autónoma las decisiones sobre 
los asuntos que a él le incumben, debiendo el Estado 
limitarse a imponer deberes, en principio, en función 
de los otros sujetos morales con quien está abocado a 
convivir y, por tanto, si la manera en que los individuos 

pueden ser forzados a continuar viviendo cuando, por 

1 Sentencia T-1259 de 2005.

las circunstancias extremas en que se encuentran, no 
lo estiman deseable ni compatible con su propia digni-
dad, con el argumento inadmisible de que una mayoría 
lo juzga un imperativo religioso o moral”.

Asimismo advirtió que: “el mismo artículo 1° de 
la Constitución, en concordancia con el artículo 95 
consagra la solidaridad como uno de los postulados 
básicos del Estado colombiano, principio que envuel-
ve el deber positivo de todo ciudadano de socorrer a 
quien se encuentre en una situación de necesidad, con 
medidas humanitarias. Y no es difícil descubrir el mó-
vil altruista y solidario de quien obra movido por el 
impulso de suprimir el sufrimiento ajeno, venciendo, 
seguramente, su propia inhibición y repugnancia frente 
a un acto encaminado a aniquilar una existencia cuya 

-
yen en el valor fundante de todas las demás”.

El Principio de Dignidad Humana arriba citado, es 
entendida como valor supremo, irradiando al conjun-
to de derechos fundamentales reconocidos, los cuales 
encuentran en el libre desarrollo de la personalidad su 
máxima expresión. Por ello, la Corte considera que 
“frente a los enfermos terminales que experimentan 
intensos sufrimientos, este deber estatal cede frente al 
consentimiento informado del paciente que desea mo-
rir en forma digna. En efecto, en este caso, el deber es-
tatal se debilita considerablemente por cuanto, en vir-
tud de los informes médicos, puede sostenerse que más 
allá de toda duda razonable, la muerte es inevitable en 
un tiempo relativamente corto. En cambio, la decisión 
de cómo enfrentar la muerte adquiere una importan-
cia decisiva para el enfermo terminal, que sabe que no 
puede ser curado, y que por ende no está optando entre 
la muerte y muchos años de vida plena, sino entre mo-
rir en condiciones que él escoge, o morir poco tiempo 
después en circunstancias dolorosas y que juzgue in-
dignas. El derecho fundamental a vivir en forma dig-
na implica entonces el derecho a morir dignamente, 
pues condenar una persona a prolongar por un tiempo 
escaso su existencia, cuando no lo desea y padece pro-

inhumano, prohibido por la Carta, sino una anulación 
de su dignidad y de su autonomía como sujeto moral. 
La persona quedaría reducida a un instrumento para 
la preservación de la vida como valor abstracto”.

En otras palabras, “el derecho a la vida no puede 
reducirse a la mera subsistencia, sino que implica el 
vivir adecuadamente en condiciones de dignidad”.

Con base en las anteriores consideraciones la Corte, 
luego de declarar la exequibilidad de la norma precita-
da, con la advertencia que no podrá derivarse respon-
sabilidad para el médico tratante cuando concurra la 
voluntad libre e informada del sujeto pasivo del acto, 
es decir, el paciente decidió: “Exhortar al Congreso 
para que en el tiempo más breve posible, y conforme 
a los principios constitucionales y elementales consi-
deraciones de humanidad, regule el tema de la muerte 
digna”.

HOMICIDIO POR PIEDAD Y EUTANASIA
En el tema de la muerte digna se presentan tres tipos 

de comportamiento:
1. Asistencia al suicidio entendida como la situa-

ción donde un tercero le suministra los elementos al 
paciente para que este se dé muerte así mismo.

2. Eutanasia activa donde un tercero da muerte al 
paciente, ya sea con o sin su consentimiento de ahí que 
sea de forma voluntaria o involuntaria, y
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3. Eutanasia pasiva donde se deja de practicar al 
paciente el tratamiento respectivo por imposibilidad de 
recuperación, la cual también puede ser voluntaria o 
involuntaria.

Como se desprende del artículo 326 del antiguo Có-

sujeto de dar muerte a otro bajo una motivación sub-
jetiva de piedad, sin que desde el punto de vista legal 
interesara el consentimiento de la víctima. Sobre este 
último aspecto, el consentimiento del paciente, la 
Corte abre paso a la legalización de la Eutanasia Activa 
y por unidad normativa y jurisprudencial, de la asisten-
cia al suicidio en Colombia, y en estas circunstancias, 
solo queda pendiente su reglamentación por parte del 
Congreso.

La eutanasia pasiva no es delito en Colombia. El 
Código de ética médica la permite y no constituye un 
delito. La eutanasia pasiva consiste en omitir una con-
ducta de la cual se seguirá la muerte de la persona; en 
cambio la eutanasia activa consiste en dirigir la con-
ducta a producir un resultado, por ejemplo dar una in-
yección o suministrar una droga letal.

LEGISLACIÓN EXTRANJERA
En países como Holanda (2002), Bélgica (2002), y 

con algunas limitaciones en el Estado de Oregón en los 
Estados Unidos (1997), se permite la práctica de la eu-
tanasia activa y del suicidio asistido. En el caso de Sui-
za (1941), la eutanasia activa es ilegal, pero se permite 
la asistencia al suicidio y esta puede ser practicada por 
cualquier persona.

En abril de 2002, el Parlamento Holandés aprobó 
la ley que permite la Eutanasia y el suicidio asistido en 
los casos de dolor continuo e insoportable. El paciente 
tiene que estar lúcido y el médico tratante debe buscar 
una segunda opinión, solamente él mismo y no la fami-
lia, puede administrar la dosis letal.

En mayo de 1997, la Corte Constitucional colom-
biana dictaminó que no es un crimen ayudar o suminis-
trarle los medios para morir a una persona que padezca 
una enfermedad terminal, si esta da un claro y preci-
so consentimiento, sin embargo la Eutanasia continúa 
siendo ilegal.

una persona puede ser acusada de asesinato por asistir 
en una muerte.

En Finlandia, la legislación sobre los enfermos in-
cluye un reglamento sobre la eutanasia y distingue en-
tre eutanasia activa y pasiva. La eutanasia activa no es 
legal. Por el contrario, la eutanasia pasiva, como la sus-
pensión del tratamiento de un enfermo terminal, está 
permitida.

Japón permite el suicidio voluntario asistido por 
médicos desde 1962, sin embargo raramente sucede 
debido a tabúes culturales.

El anterior recuento explica que el tema de la euta-
nasia se ha venido abriendo paso en diferentes ordena-
mientos jurídicos, además, en el caso de nuestra Repú-
blica, es menester considerar que existen exhortaciones 
previas de Tribunal Constitucional.

En los anteriores términos, pongo a disposición del 
honorable Congreso de la República, el Proyecto de ley 
ordinaria, por la cual se reglamentan las prácticas de 
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SENADO DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL 

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 4 de noviembre de 2014 
Señor Presidente:

de ley número 117 de 2014 Senado, por la cual se re-
glamentan las prácticas de la Eutanasia y la asistencia 
al suicidio en Colombia y se dictan otras disposicio-
nes, me permito pasar a su despacho el expediente de 
la mencionada iniciativa que fue presentada en el día de 
hoy ante Secretaría General por el honorable Senador 
Armando Benedetti Villaneda. La materia de que trata 
el mencionado proyecto de ley es competencia de 
la Comisión Primera Constitucional Permanente del 
Senado de la República, de conformidad con las dispo-
siciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA 

Noviembre 4 de 2014
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la refe-
rencia a la Comisión Primera Constitucional y envíese 

que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

José David Name Cardozo.
El Secretario General del honorable Senado de la 

República,
Gregorio Eljach Pacheco.


